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Expresión del Código Penal que no obliga a formular denuncia contra el cónyuge o compañero permanente, no significa prohibición de denunciar delitos, señala concepto de la Procuraduría
 
 
       Ministerio Público solicitó a la Corte Constitucional declararse inhibida para pronunciarse sobre expresiones demandadas del artículo 68 de la Ley 906 de 2004, o subsidiariamente, que las declare exequibles.
 
       Demandante argumentó que la mayoría de los casos de abuso infantil son perpetrados por familiares de los menores y son pocas veces denunciados.
 
       En el Concepto 5575 de 2013, Ministerio Público señala la necesidad de que se implementen políticas más específicas y coherentes que disminuyan la práctica de delitos contra menores de edad y la violencia intrafamiliar.
 
 
Bogotá, 5 de junio de 2013. El procurador general de la Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado, remitió a la Corte Constitucional su concepto frente a la demanda instaurada contra algunas expresiones del artículo 68 de la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal), referidas a la exoneración del deber de denunciar.
 
El ciudadano demandante argumentó, entre otros aspectos, que al no hacerse ninguna excepción a la norma según la cual nadie está obligado a formular denuncia contra su cónyuge, compañero o compañera permanente o contra sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, se entiende que aplica también para los delitos de los cuales son víctimas niños, niñas, adolescentes, personas en condición de discapacidad o adultos mayores que, por razones psíquicas o físicas, no pueden valerse por sí mismas. 
 
Señaló asimismo que la mayoría de los casos de abuso infantil son perpetrados por los familiares de los menores de edad y que estos abusos son generalmente repetidos y pocas veces denunciados. 
 
Concepto del Ministerio Público
 
En su concepto (5575 de 2013) el Ministerio Público considera que la demanda plantea una serie de circunstancias fácticas y eventuales en las que podrían verse vulneradas algunas normas constitucionales; lo que significa que no cumple con los requisitos de certeza, especificidad, suficiencia y pertinencia. Esto en la medida en que el artículo 68 del Código de Procedimiento Penal no hace ninguna alusión a los derechos de los niños, niñas, adolescentes, incapacitados, adultos mayores o a ninguna persona en particular, así como tampoco hace referencia a ningún tipo penal en específico, ni mucho menos a los diferentes delitos sexuales, y tampoco regula ningún caso concreto. 
 
En uno de sus apartes el concepto del Ministerio Público indica que lo que existe es el derecho de los niños a la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, a tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, entre otros, por lo que los mismos deben ser “protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos; así como los derechos de los adolescentes “a la protección integral” (artículo 45 superior); los derechos “de las personas de la tercera edad” a la “protección y la asistencia” del Estado (artículo 46); y el derecho a una protección especial de todas las “personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta”, así como el deber del Estado de “sancionar los abusos o maltratos que contra ellas se cometan” (artículo 13). 
 
De igual forma señala que si bien existe el derecho constitucional de todas las personas a no poder ser obligadas a declarar contra sí mismos o contra su cónyuge, compañero permanente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil (artículo 33), esto no significa que a las personas les esté prohibido denunciar a sus parientes cuando estos cometan algún delito, y mucho menos a ser “cómplices y victimarios” de los delitos que se cometan contra alguno de los mencionados sujetos de especial protección, y tampoco supone que el Estado no pueda investigar estos delitos.  
 
Destaca el Ministerio Público que sin duda resulta necesario que exista un mayor compromiso social y que se implementen políticas públicas más específicas y coherentes que, efectivamente, disminuyan la práctica de delitos contra menores de edad; así como de otros muchos que indudable y lamentablemente es común que se practiquen en el seno de la familia, en las instituciones educativas o en lugares en los que debería garantizarse la formación y el desarrollo integral de los niños y de las personas en general. 
 
El Ministerio Público solicitó a la Corte Constitucional que se declare inhibida para pronunciarse sobre las expresiones demandadas del artículo 68 de la Ley 906 de 2004, en razón de la ineptitud sustancial de la demanda; o subsidiariamente, que declaren exequibles las expresiones demandadas, en tanto que éstas prácticamente reproducen el artículo 33 constitucional y simplemente se limitan a establecer su reconocimiento en materia penal.   
